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	3 de agosto de 1976
	Sesión número
	48

	Motivo: Amparo

	Recurrente: RUBÉN ANÍBAL CALDERÓN MENÉNDEZ 

	Recurrido: MINISTRO DE SEGURIDAD PÚBLICA

	Objeto del recurso: Alega el recurrente que presentó juicio contencioso administrativo para impugnar la resolución del Ministro de Relaciones Exteriores que le deniega el derecho de asilo territorial; al que el Juzgado dio trámite. Que a pesar de no haber resuelto el recurso de reposición o reconsideración que presentó, el Ministro de Seguridad quiere obligarlo a salir del territorio nacional, aduciendo que ya transcurrió el término concedido de 15 días. Alega violación del artículo 41 de la Constitución Política, porque la ejecución de una orden de expulsión haría ilusorio el resultado del juicio y equivaldría a una implícita denegatoria de justicia.

	Respuesta del recurrido: Informa el recurrido que al recurrente le fue denegado el asilo territorial y que, a pesar de que se le comunicó que debía abandonar de inmediato el país, pues se hallaba en calidad de simple turista, se refugió en las instalaciones de la Federación de Estudiantes Universitarios, UCR, donde permaneció como prófugo de las autoridades de Migración; que nuevamente se le hizo conminación formal de que abandonara el país en un plazo improrrogable de 15 días, y luego fue sacado del “campus” de la Universidad y escondido en una casa particular, y allí se ocultó en flagrante violación de las leyes de Migración; que finalmente, y después de haberse ordenado por disposición judicial el allanamiento de la casa donde se encontraba, éste fue detenido y expulsado hacia la República de Panamá.

	Parte dispositiva
	Se declara sin lugar. El solo planteamiento del juicio contencioso administrativo no podría tener la virtud de dejar en suspenso las órdenes dictadas por las autoridades competentes. La tesis contraria llevaría a un absurdo jurídico, o sea a hacer posible que cualquier extranjero pueda continuar dentro del territorio de la República mientras se resuelve sobre la impugnación del acto administrativo, lo que a su vez significaría reconocer esos efectos extraprocesales a un juicio de esa índole, sin ninguna ley que lo disponga. La orden del Ministro de Seguridad Pública se basó en las leyes de Migración vigentes, preceptos implican para las autoridades el cumplimiento de sus deberes.


N° 48
SESIÓN ORDINARIA DE CORTE PLENA celebrada a las trece horas treinta minutos del día  de  de mil novecientos setenta y seis, con asistencia de los señores Magistrados Coto, Presidente; Odio, Arroyo, Jacobo, Cervantes, Bejarano, Blanco, Fernández, Vallejo, Villalobos, Valverde, Zavaleta, Trejos, Porter y Benavides.
Artículo VII
Se conoció del recurso de Amparo interpuesto por Rubén Aníbal Calderón Menéndez contra el señor Ministro de Seguridad Pública, por violación al artículo 41 de la Constitución Política.  El señor Calderón apoya el recurso en los siguientes hechos: Que el trece de abril del corriente presentó un juicio contencioso administrativo para impugnar la resolución del señor Ministro de Relaciones Exteriores en que se le deniega el derecho de asilo territorial; que el Juzgado dio trámite a la demanda, y sin embargo, por oficio No. 507.76 D.M. del veintiséis del mismo mes, el señor Ministro de Seguridad Pública lo conminó a abandonar el país en el plazo improrrogable de quince días; que con fecha treinta de ese mes planteó recurso de reposición o reconsideración contra el acto administrativo contenido en el oficio antes mencionado; y que a pesar de no haber resuelto ese recurso de reposición o reconsideración, el señor Ministro quiere obligarlo a salir del territorio nacional, aduciendo que ya transcurrió el término de quince días que le había concedido.

También fundamenta su recurso de Amparo el señor Calderón en las siguientes consideraciones jurídicas:


“La actitud del señor Ministro de Seguridad Pública contraría gravemente lo dispuesto por el artículo 41 de la Constitución Política.  La ejecución de una orden de expulsión en contra del recurrente haría totalmente ilusorio el resultado del juicio contencioso administrativo, pues verse forzado a abandonar el país cuando se está discutiendo en los Tribunales el derecho a permanecer en él, equivaldría ni más ni menos que a una implícita denegatoria de justicia, en contra de lo dispuesto por el artículo 41.  Además, tal denegatoria se daría como consecuencia de un acto emanado de un órgano al cual no corresponde administrarla; es decir, el reconocimiento del derecho de un individuo por parte de los Tribunales de Justicia quedaría supeditado a la voluntad de un funcionario administrativo que paradójicamente, tiene entre sus deberes la ejecución de lo resuelto por dichos Tribunales; en otros términos, se daría un efecto anterior a su causa; causa que, en muchos casos, no llegaría a producirse en ese sentido, sea el de hacer nacer el efecto ya ocurrido”.-


Sobre el recurso le fue solicitado el informe de ley al señor Ministro de Seguridad Pública, quien lo rindió en escrito de dieciocho de mayo del corriente año, en el cual hace una amplia exposición sobre los antecedentes del asunto, para destacar que al señor Calderón le fue denegado el asilo territorial y que a pesar de que se le comunicó que debía abandonar de inmediato el país, pues se hallaba en calidad de simple turista, el señor Calderón se refugió en las instalaciones de la Federación de Estudiantes Universitarios, en la Universidad de Costa Rica, donde permaneció como prófugo de las autoridades de Migración; que nuevamente se le hizo conminación formal de que abandonara el país en un plazo improrrogable de quince días, y luego el señor Calderón fue sacado del “campus” de la Universidad y escondido en una casa particular, y allí se ocultó en flagrante violación de las leyes de Migración; que finalmente, y después de haberse ordenado por disposición judicial el allanamiento de la casa donde se encontraba el señor Calderón, éste fue detenido y expulsado hacia la República de Panamá.

Previa deliberación, se acordó: Declarar sin lugar el recurso de Amparo, con base en las siguientes razones:

I.- La situación legal del señor Calderón Menéndez ya ha sido objeto de examen y pronunciamiento por otro órgano del Poder Ejecutivo y por esta Corte, pues el señor Calderón luego de haber ingresado al país con visa de turista el tres de agosto de mil novecientos setenta y cinco, planteó una solicitud de asilo territorial que le fue denegada por el Ministerio de Relaciones Exteriores el veintidós de setiembre siguiente; y a su vez, interpuesto un recurso de Amparo contra esa decisión del Ministerio de Relaciones Exteriores, la Corte Plena, en sesión celebrada el diecisiete de noviembre del mismo año, denegó ese primer recurso, por la razón fundamental de que el señor Calderón ingresó como simple turista y no en el carácter de asilado político, sin que la protección que en un principio obtuvo del señor Embajador de Costa Rica en El Salvador, pudiera comprometer el criterio del Gobierno de la República, criterio que, por lo demás, se apoya en razones que no pueden calificarse de arbitrarias en las circunstancias del caso.  El señor Calderón logró continuar dentro del territorio nacional, por razones que no interesa referir aquí; y posteriormente, el trece de abril de este año, don Rubén Aníbal planteó un juicio contencioso administrativo, impugnando la resolución que le denegó el asilo territorial. Por último, y en vista de los antecedentes expuestos, el señor Ministro de Seguridad Pública le hizo saber al señor Calderón que por habérsele denegado el asilo y encontrándose en carácter de simple turista, debía abandonar el territorio de la República, de conformidad con las leyes de Migración, para lo cual le concedió un plazo de quince días.-
II.- En este nuevo recurso de Amparo el señor Calderón sostiene que la actuación del Ministerio de Seguridad Pública infringe gravemente el artículo 41 de la Constitución Política, porque la ejecución de una orden de expulsión en su contra haría totalmente ilusorio el resultado del juicio contencioso administrativo tendiente a declarar su derecho a obtener el asilo, y que de esa manera, al forzarlo a abandonar el país, cuando precisamente se está discutiendo su derecho a permanecer en él, equivaldría a una implícita denegación de justicia y viola, en consecuencia, el referido texto constitucional.-

III.-  El artículo 41 de la Constitución Política no puede servir de asidero al recurso de Amparo, como para lograr de esa manera, mediante la garantía de justicia cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes, que los extranjeros que ingresan con visa de turista, puedan permanecer indefinidamente en el país, contra una acto revestido de ejecutoriedad, dictado por la Administración Pública, en que se les ordena abandonar el territorio nacional.  Es cierto que se encuentra en trámite un juicio contencioso administrativo para impugnar la disposición del Ministerio de Relaciones Exteriores; pero el solo planteamiento de esa demanda no podría tener la virtud de dejar en suspenso las órdenes dictadas por las autoridades competentes, desde luego que la tesis contraria llevaría a un absurdo jurídico, o sea a hacer posible que cualquier extranjero pueda continuar dentro del territorio de la República mientras se resuelve sobre la impugnación del acto administrativo, lo que a su vez significaría reconocer esos efectos extraprocesales a un juicio de esa índole, sin ninguna ley que lo disponga; es decir, extraprocesales en la medida en que otro Tribunal vendría, por vía indirecta, a dejar en suspenso el acto administrativo impugnado, cuando lo razonables sería – si tal suspensión cupiera – que el interesado la gestione dentro del propio juicio contencioso en trámite, con arreglo a los artículos 91 a 93 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción Contencioso Administrativa, más no acudiendo ante otro órgano judicial, así sea la Corte Plena y por la vía inadecuada del recurso de Amparo.
IV.- No sobra agregar, por otra parte, que el recurso de Amparo se concede contra toda disposición, acto o resolución de carácter arbitrario que viole cualquier derecho consagrado en la Constitución, de los que puedan protegerse mediante ese recurso, y que es arbitrario un acto cuando se comete por pura voluntad o en forma antojadiza, sin poder invocarse ninguna regla en su apoyo.  La orden del señor Ministro de Seguridad Pública se basó en las leyes de Migración vigentes; y conforme lo ha establecido repetidamente esta Corte; “los actos de los funcionarios basados en los mandatos de las leyes son legítimos y no pueden tacharse de arbitrarios, pues en materia de amparo es la arbitrariedad y el abuso en el ejercicio del poder de parte de los funcionarios, lo que la ley reprime, pero no los actos para los cuales están facultados en los preceptos de la ley, toda vez que tales preceptos implican para las autoridades el cumplimiento de sus deberes.” 
